ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA – ACTO ADMINISTRATIVO ​– Requisitos – Declaración de voluntad de la administración
En estos términos, si bien la Sala acepta que los actos administrativos pueden verterse en las actas de órganos como estos, cuya composición es pluripersonal, y que deliberan y toman decisiones de manera colegiada, para lo cual es usual que se haga constar en “Actas” el resultado de su actividad administrativa , también es cierto que un acto administrativo, para que sea tal, debe cumplir unas condiciones mínimas, entre las cuales se encuentra el hecho de que se trate de una declaración de voluntad, de carácter unilateral, producida en ejercicio de la función administrativa, y que produzca efectos jurídicos. La omisión de alguno de estos elementos de la noción desnaturaliza la calidad de acto administrativo, y por eso es necesario revisar que se cumplan todos, en cada acto que se repute como administrativo. 
ACTO DE ADJUDICACIÓN – LICITACIÓN PÚBLICA – Objeto de controversia – Inepta 
[L]a decisión del a quo se confirmará por razones similares a las que analizó, sólo que la excepción que declaró –inexistencia de la obligación- en realidad se denomina ineptitud de la demanda, porque la parte actora demandó un acto que no es administrativo, y por esa misma razón carece de control judicial a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. (…) la Sala concluye que el apelante conoció ambas actuaciones, y concretamente la de la Gobernadora, que materializó la del Consejo de Gobierno, que ella presidía –lo que además comparte el apelante-, de manera que se debió demandar la verdadera decisión, la que inequívocamente adjudicó el contrato: la resolución No. 032 de 1990, so pena de presumirse legal mientras no sea suspendida o anulada por la jurisdicción. Al no hacerlo la demanda es inepta, por controvertir actos no enjuiciables jurisdiccionalmente.
ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – Controversia – Acto de adjudicación 
Téngase en cuenta que la demanda que dio origen a este proceso se presentó antes de que se expidiera la Ley 446 de 1998, que modificó el artículo 87 del CCA.. En vigencia suya el mecanismo adecuado para controvertir el acto de adjudicación de una licitación era la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, de conformidad con el artículo 85 del CCA. Así las cosas, para establecer si la acción se presentó oportunamente, habría que precisar que la norma que regulaba la caducidad de las acciones era el artículo 136 del Decreto 01 de 1984 -modificado por el artículo 23 del Decreto 2304 de 1989 (…) Esta norma fue modificada por el art. 32 de al ley 446 de 1998 –citado al pie de página- que redujo a 30 días hábiles la caducidad para demandar los actos administrativos precontractuales de carácter particular o subjetivo, siempre que no se hubiera celebrado el contrato. No obstante, como esta disposición no aplica al caso concreto, la regla aplicable sería aquella que previó un plazo de 4 meses para intentar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, contados a partir de la publicación, notificación o ejecución del acto administrativo.
ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – Caducidad – Presentación extemporanea de la demanda
Aplicadas estas ideas al caso sub iudice –se insiste, sólo en gracia de discusión, para demostrar redundantemente que incluso bajo los argumentos del apelante el resultado de este proceso es técnicamente el mismo-, se encuentra acreditado que la demanda se presentó el 16 de agosto de 1991, y que el término para intentar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se cuenta desde la fecha en la cual el demandante tuvo conocimiento del acto de adjudicación. Así las cosas, comoquiera que a más tardar el 15 de mayo de 1990 el actor reconoce que le comunicaron la recomendación que hizo el Consejo de Gobierno, y que 29 de junio de 1990 demostró conocer la resolución No. 032 de 1990, el término para demandar vencía el 29 de octubre de 1990, y como la demanda se presentó el 16 de agosto de 1991 -10 meses después-, la Sala encuentra configurada la caducidad de la acción. En estos términos, la Sala confirmará la decisión apelada, pero corregirá el nombre técnico de la excepción que verdaderamente prosperó.
ACTO DE ADJUDICACIÓN – LITISCONSORCIO NECESARIO – Defensa acto administrativo – Adjudicatario
[L]a Sección Tercera ha sostenido, en múltiples ocasiones, que al adjudicatario y posterior contratista le asiste el derecho a defender el acto administrativo que lo favorece, así como el contrato que suscribe luego, incluso en el evento de que se hayan ejecutado las obligaciones. En este sentido, ha señalado que la única forma en que puede velar por sus derechos es compareciendo al proceso donde se cuestiona la legalidad del acto de adjudicación. De allí que el juez de primera instancia tiene el deber de permitirle tal posibilidad, por tanto debe vincularlo dentro de las etapas procesales previstas para el evento, con el fin de garantizar su derecho de defensa. De acuerdo al artículo 83 del C. de P. C., las etapas para integrar el litisconsorte necesario al proceso son: con la formulación de la demanda, y de oficio o a solicitud de parte, en el auto que admita la demanda o en cualquier estado posterior del proceso, siempre que no se hubiere dictado sentencia de primera instancia. De allí que la obligación que le asiste al juez para vincular a todos los litisconsortes necesarios vence en caso de que se profiera el fallo correspondiente, comoquiera que la norma es clara al establecer que sólo hasta ese momento se puede ejercer dicha facultad. Así las cosas, expirado el término y precluida la oportunidad correspondiente para integrarlo al proceso, se entiende que la falta de notificación del litisconsorte necesario, conlleva a la configuración de la causal de nulidad saneable, que se rige por las disposiciones de la norma expresa contenida en el artículo 83 del C de P.C., según la cual dicha circunstancia puede ser objeto de corrección siempre que el trámite se realice mientras no se hubiere dictado sentencia de primera instancia, en cuyo caso la nulidad se entiende saneada concediendo a los citados el plazo legal previsto para la comparecencia de los demandados en el respectivo proceso judicial y un término igual para solicitar pruebas y para que las mismas sean practicadas en legal forma. En estos casos, para sanear el vicio de nulidad se ha resuelto, anular todo lo actuado en esta instancia, así como la sentencia del a quo. 
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Radicación número: 05001-23-25-000-1991-06314-01(21579)
Actor: SOCIEDAD INVERSIONES SALAMANCA LTDA
Demandado: DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la Sociedad Inversiones Salamanca Ltda., contra la sentencia proferida el 30 de mayo de 2001 por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala de Descongestión -fls. 477 a 490, cdno. ppal.-, que resolvió: 

“1. NO PROSPERA la excepción de falta de causa para pedir, propuesta por la entidad demandada.

“2. PROSPERA la excepción de inexistencia de la obligación, propuesta por la entidad demandada.

“3. NO CONDENAR en costas”.

ANTECEDENTES

1. La demanda

 

Inversiones Salamanca Limitada -en adelante, la actora o Salamanca Ltda.-, presentó demanda el 16 de agosto de 1991, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, contra el Departamento de Antioquia -en adelante, el departamento o el demandado-, con el fin de que se acceda a las siguientes pretensiones -fls. 223 a 257, cdno. 1-: 

“PRIMERA.- Que es NULO el acto de adjudicación efectuado por el Consejo de Gobierno Departamental y que consta en el Acta número 1.793, correspondiente a la Sesión Ordinaria del 10 de Mayo de 1990 -hoja No. 4-, mediante el cual se adjudicó a la firma ‘COLSERVICIOS LIMITADA’ el contrato para la prestación del servicio de restaurante para los empleados de la FABRICA DE LICORES Y ALCOHOLES DE ANTIOQUIA -F.L.A-, y que corresponde a la Licitación Pública Nacional número 001-90.-

“SEGUNDO.- Que como consecuencia de esa ANULACIÓN, se condene al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA a pagarle a la Sociedad Demandante ‘INVERSIONES SALAMANCA LIMITADA’, representada por el Gerente Doctor ANTONIO AGUILAR OSPINA, la suma de OCHENTA Y NUEVE MILLONES SESENTA Y OCHO MIL PESOS ($89.068.000.oo), o la suma que se estableciere por medio de peritos, como restablecimiento del derecho e indemnización equivalente a lo que la Sociedad hubiere ganado si hubiere ejecutado el contrato y como proponente de mejor derecho.-

“TERCERO.- Que la suma líquida que fuere reconocida en la sentencia devengará intereses comerciales durante los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria y moratorios después de este término.-

“CUARTO.- Que se de cumplimiento a lo que disponen los Artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.-” (fls. 249 a 250)

El demandante indicó, como concepto de violación, que la adjudicación del contrato a Colservicios Limitada es contraria a lo establecido en los pliegos de condiciones de la licitación y, por tanto, a lo dispuesto en el Código Fiscal de Antioquia -Ordenanza 96 de 1985, art. 79-, porque la adjudicación, como acto reglado que es –de ninguna manera discrecional-, por medio del cual se escoge la oferta objetivamente más favorable y conveniente para la administración, no observó las reglas de  procedimiento, toda vez que se le adjudicó el contrato de manera arbitraria a la firma que había ocupado el tercer lugar en la evaluación de propuestas, sin tener en cuenta el informe de la comisión escogida por la Junta de Rentas Departamentales, así como las recomendaciones elaboradas a partir de las evaluaciones, en las que ocupaba el primer puesto Inversiones Salamanca.

Señaló que el Consejo de Gobierno Departamental no podía apartarse del informe de la comisión que evaluó las propuestas, porque tal proceder no es objetivo y desconoce el proceso de adjudicación, además de que no se efectuó un análisis de las mismas -fls. 241 a 249, cdno. 1-.

Añadió que Inversiones Salamanca Ltda., prestaba el servicio de restaurante en la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, desde 1986. Sin embargo, el Departamento de Antioquia, Junta Departamental de Rentas, abrió la Licitación Pública No. 001 de 1990 con el fin de adjudicar el contrato para la prestación del servicio de restaurante en el mismo lugar, y estableció que el 12 de marzo de 1990 se abriría la licitación, y como fecha de cierre estableció el 30 de marzo de 1990. 

Inversiones Salamanca Ltda., presentó propuesta, anexando los documentos requeridos para participar. También lo hicieron las siguientes sociedades: Nutribien Limitada, SERVAL Limitada, Colservicios Limitada, Alimentar Limitada, Comidas Industriales -Herrera y Calle- y Restaurantes Industriales Limitada.

El 2 de mayo de 1990, en sesión de la Junta Departamental de Rentas, el Gerente de la Fábrica de Licores informó que el 30 de marzo se cerró la Licitación Pública No. 001, y que se presentaron siete propuestas, que cumplieron los requisitos del pliego de condiciones. No obstante, agregó que algunos participantes no cumplieron las especificaciones del menú, precisadas en la Sección III del pliego, y que por tal motivo se excluyeron las siguientes firmas: Nutribien, SERVAL, y Nora Elena Calle y Darío Herrera.

En la misma sesión, el Secretario de Hacienda recomendó designar una comisión, integrada por funcionarios de la administración, para visitar los restaurantes que presentaron oferta, y probar la calidad de la comida. Así las cosas, del 3 al 8 de mayo de 1990, se realizó la visita a los restaurantes de las empresas: Inversiones Salamanca, Restaurantes Industriales, Colservicios Limitada y Alimentar Limitada, y el 9 de mayo siguiente, a través de la comunicación interna número 116142, se rindió el informe por medio del cual se estableció el orden de elegibilidad de los proponentes: 1) Inversiones Salamanca, 2) Alimentar Limitada, 3) Colservicios Limitada y 4) Restaurantes Industriales.

La División de Relaciones Industriales de la Fábrica de Licores de Antioquia hizo inspecciones oculares a otras empresas donde los proponentes prestaban el servicio de restaurante, y encontró que algunas no cumplían las condiciones especiales del servicio. Finalmente se calificaron las cuatro propuestas, y a pesar de que Inversiones Salamanca ocupó el primer puesto, el Consejo de Gobierno Departamental, en reunión de mayo 10 de 1990 -según consta en el Acta No. 1.793-, adjudicó el contrato a Colservicios Limitada, que se ubicaba en el tercer lugar de la evaluación. Esta decisión se le comunicó a Inversiones Salamanca el 15 de mayo de 1990 -fls. 224 a 240, cdno. 1-.

2.  Contestación de la demanda

El Departamento de Antioquia aceptó unos hechos y negó otros, se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló las excepciones de: falta de causa para pedir, inexistencia de la obligación y caducidad. Adujo que no existía causa legal o jurídica para solicitar la declaratoria de nulidad del Acta No. 1793, correspondiente a la sesión ordinaria de mayo 10 de 1990, del Consejo de Gobierno Departamental, ya que este organismo es asesor y solo emite recomendaciones, porque no tiene competencia para adjudicar; así las cosas, adujo que el acto de adjudicación lo profirió la Gobernadora, mediante la Resolución No. 032, de junio 11 de 1990.

Agregó que la obligación demandada no existe, en razón a que la resolución por medio de la cual se adjudicó el contrato no se demandó, por tanto se presume legal -fls. 262 a 270, cdno. 1-.

3. Alegatos de conclusión.
3.1. Alegatos de la parte actora. Desestimó las excepciones, porque carecen de fundamento. En particular, en relación con la falta de causa para pedir, indicó que el artículo 80 de la Ordenanza 96 de 1985 -Código Fiscal del Departamento de Antioquia- asignó la competencia al Consejo de Gobierno para adjudicar los contratos, por tal motivo, insistió en que el Acta No. 1.793, correspondiente a la sesión del 10 de mayo de 1990, es el acto administrativo por medio del cual se adjudicó la Licitación Pública No. 001-90 a Colservicios Limitada, sin tener en cuenta la mejor propuesta, que fue la que presentó Inversiones Salamanca. Finalmente, insistió en los fundamentos expuestos en la demanda, de manera que pide se declare la nulidad del acto en mención y se concedan las pretensiones indemnizatorias -fls. 453 a 460, cdno. 2-.

3.2. Alegatos del Departamento de Antioquia. No alegó de conclusión.

3.3. Ministerio Público. No intervino en esta etapa del proceso.
4. La sentencia

Para el Tribunal, no se configuró la excepción de falta de causa para pedir, toda vez que el artículo 80 del Código Fiscal del Departamento asignó al Consejo de Gobierno la facultad de adjudicar los contratos. No obstante, declaró probada la excepción de inexistencia de la obligación, porque la Resolución No. 032, del 11 de junio de 1990, proferida por la Gobernadora de Antioquia, por medio de la cual se adjudicó la Licitación Pública No. 001-90, que tenía por objeto la prestación del servicio de restaurante para los empleados de la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, conserva la presunción de legalidad, comoquiera que no se demandó, teniendo en cuenta que el actor pretende, únicamente, la declaración de nulidad del Acta No. 1.793 de 1990, expedida por el Consejo de Gobierno Departamental, por la cual simplemente se recomendó adjudicar la licitación a Colservicios Ltda., pero finalmente no se le otorgó –fls. 477 a 490, cdno. ppal.-.

5. El recurso de apelación
Lo interpuso la parte actora. Considera que no se configuró la excepción de inexistencia de la obligación, porque el Departamento sustentó la excepción con un alcance diferente al que le asignó la sentencia, puesto que el demandado sostuvo que la Gobernadora, y no el Consejo de Gobierno, era la competente para adjudicar, y que no se demandó la resolución de adjudicación; no obstante el tribunal encontró probada la excepción, argumentando que el Consejo de Gobierno sí era el competente, y en ese orden de ideas correspondía demandar la resolución de adjudicación que profirió la Gobernadora, por falta de competencia.

Indicó que de haberse demandado la Resolución que sugiere el a quo –identificada con el No. 032, de junio 11 de 1990-, y no el Acta No. 1.793 del Consejo de Gobierno Departamental, habría fracasado su pretensión de restablecimiento del derecho, dado que la nulidad del acto por incompetencia no trae como consecuencia la indemnización de perjuicios a la firma que presentó la mejor propuesta. Por tal razón, considera que la pretensión está bien formulada, ya que “la recomendación” realizada por el Consejo de Gobierno Departamental, presidido por la Gobernadora, “tiene la connotación de una auténtica adjudicación del contrato”. 

Como la competencia para adjudicar los contratos del departamento, en virtud del artículo 80 del Código Fiscal de Antioquia, correspondía al Consejo de Gobierno, insistió en que el Acta No. 1.793 de mayo 10 de 1990 es un verdadero acto de adjudicación. En efecto, señaló que de acuerdo con aquella disposición la adjudicación debía hacerse mediante resolución motivada, y notificarse según lo previsto en el Decreto 2733 de 1959, y la comunicación a los no favorecidos se efectuaría dentro de los cinco días calendario siguientes al acto de adjudicación, por lo anterior, entiende que el Consejo de Gobierno adjudicó y que la resolución de la Gobernadora debió referirse a la adjudicación que realizó el Consejo de Gobierno.

Finalmente, reiteró los argumentos expuestos en la demanda sobre los motivos por los que se debe declarar la nulidad del acto controvertido -fls. 492 a 500, cdno. ppal.-.

6.  El trámite en esta instancia
6.1. Alegatos de las partes: El demandante guardó silencio, y el demandado defendió la decisión apelada, en atención a que considera está probada la excepción de inexistencia de la obligación, teniendo en cuenta que el acto de adjudicación, es decir, la Resolución No. 032 de junio 11 de 1990, expedida por la Gobernadora del Departamento, no se demandó y goza de presunción de legalidad. Insistió en que no hay causa para actuar por parte del demandante, pues el contrato objeto de la Licitación Pública No. 001-90 lo adjudicó la Gobernadora, que era la autoridad competente.

6.2. El Ministerio Público: No actuó en esta instancia.

CONSIDERACIONES

La Sala advierte que la sentencia apelada será modificada, para lo cual se expondrán las razones que conducen a ello, siendo necesario analizar: i) lo probado en el proceso, ii) precisiones sobre la naturaleza del acto demandado y sobre el término de caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho,  yiii) aclaración sobre el litisconsorcio necesario.

1. Los hechos probados

La Sala encuentra probados los siguientes hechos, cuyos documentos respectivos obran casi todos en original, y los demás en copia auténtica:

a) El 5 de febrero de 1990, la Gobernadora del Departamento de Antioquia, abrió mediante la Resolución No. 01 de 1990, la Licitación Pública Nacional No. 001-90, con el fin de contratar el servicio de restaurante para los empleados de la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia -fls. 272 y 273, cdno. 1-. El pliego de condiciones estableció como fecha de inicio de la licitación el 12 de marzo de 1990, y como fecha de cierre el 30 de marzo siguiente (Sección I-Informaciones Generales del Pliego de Condiciones) -fl. 4, cdno. de pruebas-. 

En el pliego también se indicó que la Gobernadora adjudicaría el contrato dentro de los 30 días hábiles siguientes a la apertura, y que a los oferentes no favorecidos se les comunicaría la decisión por escrito, dentro de los 5 días calendario siguientes. De otra parte, al proponente favorecido se le notificaría personalmente, conforme al Decreto 01 de 1984 -fls. 19 y 20, cdno. 1-. 

b) El 2 de mayo de 1990, en la sesión de la Junta Departamental de Rentas, el Gerente de la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia informó que el 30 de marzo de 1990 se cerró la Licitación Pública No. 001-90, y que se presentaron siete propuestas: Nutribien Limitada, Nora Elena Calle y Darío Herrera, Restaurantes Industriales Limitada, Colservicios Limitada, Alimentar Limitada, Servicios Alimenticios Limitada “SERVAL” e Inversiones Salamanca. Indicó que todas cumplieron los requisitos previstos en los puntos: 1 “Esenciales” y 2 “otros documentos”, que exigía el pliego de condiciones
 -Acta No. 1984, fl. 82, cdno. 1-. Así mismo, el Secretario de Hacienda recomendó designar una comisión, integrada por funcionarios de la administración, para visitar los restaurantes que entregaron oferta, para establecer la calidad de las comidas y presentar un informe con la calificación respectiva -Acta No. 1984, fl. 83, cdno. 1-.

c) Los siguientes proponentes quedaron excluidos de la licitación, porque no cumplieron las especificaciones del “menú”, previstas en la Sección III del pliego de condiciones: Nora Elena Calle y Darío Herrera, Nutribien y Servicios Alimenticios Limitada “SERVAL” -Acta No. 1984, fl. 85, cdno. 1-.

d) El 10 de mayo de 1990, en reunión ordinaria del Consejo de Gobierno Departamental, se recomendó adjudicar el contrato de prestación del servicio de restaurante a la firma Colservicios Limitada, con un plazo de dos años y un valor aproximado de doscientos noventa y dos millones quinientos mil pesos ($292’500.000) -Acta 1793, fl. 217, cdno. 1-.

e) El 15 de mayo de 1990, el Gerente de la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, mediante comunicación número 116328, informó al representante legal de la Sociedad Inversiones Salamanca Ltda., que la licitación fue adjudicada a la Sociedad Colservicios Limitada -fl. 88, cdno. de pruebas-.

f) El 11 de junio de 1990, la Gobernadora del Departamento de Antioquia expidió la Resolución No. 032, por medio de la cual adjudicó a la Sociedad Colservicios Limitada el contrato de prestación del servicio de restaurante a los empleados de la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia (fls. 274 y 275, cdno. 1). 

g) El 4 de julio de 1990, el representante legal de la Sociedad Inversiones Salamanca Ltda., presentó a la Gobernadora de Antioquia un derecho de petición
, con el propósito de conocer las razones por las que le adjudicó a Colservicios Ltda., la Licitación Pública No. 001-90 -fls. 89 a 92, cdno. 1-.

En respuesta, el 6 de agosto de 1990, la Gobernadora expresó que “obedeció a parámetros debatidos ampliamente en la sesión del 10 de mayo de 1990, del Honorable Consejo de Gobierno, según consta en el acta 1.793, con base en los cuales, este organismo recomendó adjudicar la mencionada licitación a la firma Colservicios Ltda., de acuerdo con los lineamientos trazados en el pliego de condiciones y en el Código Fiscal de Antioquia” -fl. 375, cdno. 1-.

h) También se aportó copia auténtica de la Ordenanza No. 96 de 1985, por medio de la cual se adoptó en Antioquia el Código Fiscal, que contiene las reglas procedimentales de contratación aplicables al caso sub iudice.
i) Finalmente, en el expediente obran otras pruebas, pero no se comentarán, analizarán ni criticarán probatoriamente, por su impertinencia para los solos efectos de la decisión que se adoptará en esta instancia, ya que no agregan valor en relación con el análisis que se hará a continuación.

2.  Precisiones respecto a la naturaleza del acto demandado y al término de caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.
Discute el apelante que el Acta del Consejo de Gobierno del Departamento de Antioquia contiene la decisión de adjudicar la licitación pública No. 001 de 1990, a la empresa Colservicios Ltda., porque esta autoridad tenía la competencia para adoptar la decisión, en los términos del art. 80 del Estatuto Fiscal del departamento. De esta manera, se muestra inconforme con la conclusión a que llegó el a quo, que negó dicha naturaleza al acta en cuestión.

La Sala, sin embargo, confirma la perspectiva de análisis del Tribunal, porque efectivamente el Consejo de Gobierno no adjudicó el contrato, pese a que tenía la competencia para hacerlo. En efecto, basta leer el Acta No. 1.793 para advertir que allí no se tomó una decisión –entre otras cosas debiendo hacerlo- sino que este organismo solo dio una recomendación acerca de la persona en quien debía recaer la adjudicación de la licitación. Consta en el Acta:

“Se recomienda adjudicarle a la firma COLSERVICIOS LIMITADA en los términos de su propuesta, por un valor aproximado de $292’500.000,oo y una duración de dos años.” -fl. 217, cdno. 1-

En estos términos, si bien la Sala acepta que los actos administrativos pueden verterse en las actas de órganos como estos, cuya composición es pluripersonal, y que deliberan y toman decisiones de manera colegiada, para lo cual es usual que se haga constar en “Actas” el resultado de su actividad administrativa
, también es cierto que un acto administrativo, para que sea tal, debe cumplir unas condiciones mínimas, entre las cuales se encuentra el hecho de que se trate de una declaración de voluntad, de carácter unilateral, producida en ejercicio de la función administrativa, y que produzca efectos jurídicos.

La omisión de alguno de estos elementos de la noción desnaturaliza la calidad de acto administrativo, y por eso es necesario revisar que se cumplan todos, en cada acto que se repute como administrativo. En el caso concreto, si bien el acta es prueba de que el Consejo de Gobierno declaró que recomendaba adjudicarle el contrato a Colservicios Ltda., y que esa declaración es unilateral,  y que se produjo en ejercicio de la función administrativa, también es cierto que no se trata de una decisión, porque esta autoridad departamental no resolvió quién era el adjudicatario, sólo recomendó a alguien hacerlo en ese oferente. En esta misma línea de pensamiento, la sentencia del 25 de noviembre de 1999 –Sección Primera, exp. 5.735- expresó al estudiar una demanda contra un oficio que tenía por objeto hacer cumplir una decisión antes adoptada por la administración, que: “Así las cosas, es evidente que la demanda es sustancialmente inepta por estar dirigida contra un oficio que no tiene la entidad de acto administrativo, puesto que el oficio materia de la misma, el número 280 de 27 de marzo, no contiene decisión que cree, modifique o extinga situación jurídica alguna, y menos la que el actor le atribuye. Como lo expresó la Sala en reciente fallo, ‘Siendo así, la demanda deviene en inepta, en razón de que lo que en ella se pide anular, en el presente caso, no es pasible en sí mismo de control jurisdiccional…’.”
Por esta sola circunstancia, ni siquiera Colservicios Ltda., pudo deducir de allí el derecho a la adjudicación, y los demás participantes tampoco habían perdido la oportunidad de serlo, porque en esa reunión del Consejo de Gobierno no tomó la decisión, de manera que los efectos jurídicos propios de la adjudicación no provienen de la recomendación.

Esta idea no se opone a esta otra: que la competencia para adjudicar la licitación realmente estaba asignada a este Consejo, porque si bien el art. 16 del Estatuto Fiscal disponía que: “El Gobernador del Departamento, en su calidad de representante constitucional, tiene la facultad de celebrar los contratos que la administración requiera, de conformidad con las leyes y ordenanzas” –fl. 299, cdno. 1-, esto no significaba que también los podía adjudicar, porque  una cosa es  la celebración y otra la adjudicación, y el art. 16 otorgó competencia a la Gobernadora para suscribir, y el art. 80 al Consejo de Gobierno para adjudicar. 

Ahora bien, que del hecho que el competente para adjudicar fuera el Consejo de Gobierno no se desprende que por esa razón el Acta No. 1793 contiene una adjudicación, pues se ha evidenciado que no se trata de la decisión que produce efectos jurídicos, sino de una curiosa recomendación a alguien, pero que esto sea extraño no desdice que se trata de lo que realmente contiene el Acta. 

En efecto, la competencia para adjudicar los contratos correspondía al Consejo de Gobierno Departamental –como lo sostiene el demandante, y lo confirmó el a quo-, de conformidad con lo establecido en el artículo 80 de la Ordenanza No. 96 de marzo 12 de 1985, por medio de la cual se adoptó el Código Fiscal de Antioquia, que prescribía:

“Artículo 80. Autoridad competente para adjudicar. Corresponde adjudicar el contrato al Consejo Departamental de Gobierno o al organismo que haga sus veces en la entidad descentralizada, con sujeción a las normas que regulan sus facultades. La adjudicación se hará mediante resolución motivada que se notificará personalmente al proponente favorecido según el Decreto 2733 de 1959 o normas que lo sustituyan y se comunicará a los no favorecidos dentro de los cinco (5) días calendario siguientes…”.

No obstante esta competencia, está demostrado que a continuación la Gobernadora expidió la Resolución No. 032, del 11 de junio de 1990, por medio de la cual adjudicó a la Sociedad Colservicios Limitada el contrato de prestación del servicio de restaurante a los empleados de la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia -fls. 274 y 275, cdno. 1-. Esto significa que el destinatario de aquella recomendación fue la Gobernadora, la duda que surge es si cuando ésta actuó lo hizo como Gobernadora o como Presidenta del Consejo de Gobierno, es decir, como parte del organismo competente para concretar la decisión que le correspondía adoptar; sobre todo si se tiene en cuenta que el art. 80 también disponía que “… La adjudicación se hará mediante resolución motivada…”, lo que se ajusta perfectamente a la actuación surtida por la Presidenta del Consejo de Gobierno. La Sala entiende esto último
; incluso es lo mismo que piensa el apelante, cuando manifiesta en su recurso que: “De acuerdo con el artículo 80 del Código Fiscal la adjudicación debía hacerse mediante resolución motivada… Esto nos permite entender el sentido del art. 80 de dicho código: El Consejo de Gobierno adjudicaba, acto sustancial, pero debía expedirse para el efecto una resolución motivada con los requisitos allí señalados para los trámites relacionados con la adjudicación. Ante el silencio de la norma sobre quien debía expedir el acto, bien podía la gobernadora, como presidenta del Consejo de Gobierno, hacerlo pero sin asumir competencia para la adjudicación. Se subentiende que debía referirse a la adjudicación hecha por el Consejo de Gobierno. Esto debía ser así y ni el mismo Consejo de Gobierno podía modificarlo por tratarse de una actuación de su competencia.

“Como la decisión del Consejo de Gobierno se cumplió y la firma adjudicataria celebró el respectivo contrato con el Departamento, sobra discutir si la resolución expedida por la señora Gobernadora adolece de vicios o no puesto que simplemente perfeccionó o completó la actuación del Consejo de Gobierno, dentro de lo normado por el artículo 80 y la decisión que se adopte frente al acto de adjudicación incide directamente en esa resolución. Si desaparece el acto de adjudicación se borra la resolución del escenario jurídico pues no se trata de un acto complejo.” –fl. 486, cdno. ppal.-

Todo demuestra que el apelante tiene muy claro el tema, sólo que lo resuelve en sentido contrario al orden jurídico que verdaderamente tiene, pues le resta importancia jurídica al verdadero acto de adjudicación y se la concede al que sólo recomendó adjudicar; incluso, cree que anulando la recomendación desaparecerá la resolución de la gobernadora, pasando por alto que la presunción de legalidad de esta decisión es la que se tiene que remover, so pena de que la decisión se mantenga en el ordenamiento jurídico.

Y si bien vale la pena resolver esta cuestión con rigor extremo, para el caso concreto ni siquiera es importante, teniendo en cuenta que lo determinante y práctico, en términos del derecho de acción, es que finalmente la Gobernadora expidió la resolución No. 032, que existe, que se presume válida, y que tiene el contenido que se comenta aquí, es decir, que sin duda adjudicó el contrato a Colservicios Ltda., y que no se trataba de la misma recomendación sino de la decisión definitiva, clara y firme, de escoger a esa empresa. Incluso, en el considerando D) se recordó que la decisión se adoptaba teniendo en cuenta la recomendación del Consejo de Gobierno, de manera que hay una relación perfecta entre ellos.

Como si fuera poco, en el pliego de condiciones que rigió la licitación, conocido perfectamente por la parte actora, se previó que: “La Gobernadora del Departamento de Antioquia, hará la correspondiente adjudicación, dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha de apertura de las propuestas…” –fl. 19, cdno. 1-. De lo expuesto, la Sala concluye que el acto que adjudicó el contrato fue la Resolución No. 032 de junio 11 de 1990, no el Acta No. 1793, y que por eso se debió demandar aquélla, porque contiene la decisión; y no ésta, que sólo hizo una recomendación.

En esto términos, la decisión del a quo se confirmará por razones similares a las que analizó, sólo que la excepción que declaró –inexistencia de la obligación- en realidad se denomina ineptitud de la demanda, porque la parte actora demandó un acto que no es administrativo, y por esa misma razón carece de control judicial a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.

Ahora, que la resolución que expidió la Gobernadora la conoció el demandante, se infiere de los hechos de la demanda, y de otras actuaciones del proceso, de donde la Sala infiere, con facilidad, que Inversiones Salamanca Ltda., conocía la adjudicación, porque en ningún momento puso en evidencia su falta de comunicación; incluso, en el recurso de apelación sólo destaca que era improcedente demandar esa resolución porque no conduciría al restablecimiento del derecho que pretendía, de manera que no niega que sabía de su existencia: “Pues bien, de haberse actuado como lo señala la sentencia, demandando la nulidad de la Resolución expedida por la mandataria, la demandante habría fracasado en su pretensión de obtener indemnización por haber sido excluida de la adjudicación su propuesta. Es que, en tal caso, la nulidad del acto por incompetencia no traería como consecuencia la indemnización al autor de la mejor propuesta.” –fl. 494, cdno. ppal.-

De otro lado, y si el anterior análisis no fuera suficiente, se llega a la misma conclusión, a partir del derecho de petición que la Sociedad Inversiones Salamanca Ltda., presentó a la Gobernadora de Antioquia, el 29 de junio de 1990
 -días después de expedirse la resolución-, con el propósito de conocer las razones por las que le adjudicó a Colservicios Ltda., la Licitación Pública No. 001-90 -fls. 89 a 92, cdno. 1-. Allí la inquirió “… con el propósito de solicitarle se sirva indicar cuáles fueron las razones para adjudicarle a la firma Colservicios Ltda.…”, solicitud que fundamentó en que su propuesta era mejor, por las razones que le expuso en cuatro páginas, y que esencialmente cuestionaron la manera como se evaluaron las ofertas. Agregó: “En conclusión, quisiéramos saber porqué, si nuestra firma fue calificada por encima de las demás en todos los aspectos, se le adjudicó a una firma que apenas fue calificada en tercer lugar” –fl. 92, cdno. 1-. La Gobernadora dio respuesta el 6 de agosto de 1990, reiterando las razones en que se apoyó la adjudicación –fl. 87, cdno. 1-.

En estos términos, la Sala concluye que el apelante conoció ambas actuaciones, y concretamente la de la Gobernadora, que materializó la del Consejo de Gobierno, que ella presidía –lo que además comparte el apelante-, de manera que se debió demandar la verdadera decisión, la que inequívocamente adjudicó el contrato: la resolución No. 032 de 1990, so pena de presumirse legal mientras no sea suspendida o anulada por la jurisdicción. Al no hacerlo la demanda es inepta, por controvertir actos no enjuiciables jurisdiccionalmente.

De otro lado, si en gracia de discusión se admitiera siquiera la posibilidad de demandar el acto que considera el apelante –lo que es claramente inaceptable-, en todo caso se llegaría a una conclusión igual de desafortunada para la parte actora: que la acción estaba caducada. 

Téngase en cuenta que la demanda que dio origen a este proceso se presentó antes de que se expidiera la Ley 446 de 1998
 
, que modificó el artículo 87 del CCA.. En vigencia suya el mecanismo adecuado para controvertir el acto de adjudicación de una licitación era la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, de conformidad con el artículo 85 del CCA
. Así las cosas, para establecer si la acción se presentó oportunamente, habría que precisar que la norma que regulaba la caducidad de las acciones era el artículo 136 del Decreto 01 de 1984 -modificado por el artículo 23 del Decreto 2304 de 1989-, que disponía:
“Artículo 136. Caducidad de las acciones. (…)

“La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses, contados a partir del día de la publicación, notificación o ejecución del acto según el caso. Si el demandante es una entidad pública, la caducidad será de dos (2) años…” 

Esta norma fue modificada por el art. 32 de al ley 446 de 1998 –citado al pie de página- que redujo a 30 días hábiles la caducidad para demandar los actos administrativos precontractuales de carácter particular o subjetivo, siempre que no se hubiera celebrado el contrato. No obstante, como esta disposición no aplica al caso concreto, la regla aplicable sería aquella que previó un plazo de 4 meses para intentar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, contados a partir de la publicación, notificación o ejecución del acto administrativo. 

Aplicadas estas ideas al caso sub iudice –se insiste, sólo en gracia de discusión, para demostrar redundantemente que incluso bajo los argumentos del apelante el resultado de este proceso es técnicamente el mismo-, se encuentra acreditado que la demanda se presentó el 16 de agosto de 1991, y que el término para intentar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se cuenta desde la fecha en la cual el demandante tuvo conocimiento del acto de adjudicación. Así las cosas, comoquiera que a más tardar el 15 de mayo de 1990 el actor reconoce que le comunicaron la recomendación que hizo el Consejo de Gobierno, y que 29 de junio de 1990 demostró conocer la resolución No. 032 de 1990, el término para demandar vencía el 29 de octubre de 1990, y como la demanda se presentó el 16 de agosto de 1991 -10 meses después-, la Sala encuentra configurada la caducidad de la acción.
En estos términos, la Sala confirmará la decisión apelada, pero corregirá el nombre técnico de la excepción que verdaderamente prosperó.

3. Aclaración sobre el litisconsorcio necesario

La Sala advierte también que, en el caso concreto, formalmente se configuró una causal de nulidad procesal, por no haberse integrado a Colservicios Limitada en calidad de litisconsorte necesario
. En efecto, la Sección Tercera ha sostenido, en múltiples ocasiones, que al adjudicatario y posterior contratista le asiste el derecho a defender el acto administrativo que lo favorece, así como el contrato que suscribe luego, incluso en el evento de que se hayan ejecutado las obligaciones. 

En este sentido, ha señalado que la única forma en que puede velar por sus derechos es compareciendo al proceso donde se cuestiona la legalidad del acto de adjudicación. De allí que el juez de primera instancia tiene el deber de permitirle tal posibilidad, por tanto debe vincularlo dentro de las etapas procesales previstas para el evento, con el fin de garantizar su derecho de defensa.

De acuerdo al artículo 83 del C. de P. C., las etapas para integrar el litisconsorte necesario al proceso son: con la formulación de la demanda, y de oficio o a solicitud de parte, en el auto que admita la demanda o en cualquier estado posterior del proceso, siempre que no se hubiere dictado sentencia de primera instancia. De allí que la obligación que le asiste al juez para vincular a todos los litisconsortes necesarios vence en caso de que se profiera el fallo correspondiente, comoquiera que la norma es clara al establecer que sólo hasta ese momento se puede ejercer dicha facultad. 

Así las cosas, expirado el término y precluida la oportunidad correspondiente para integrarlo al proceso, se entiende que la falta de notificación del litisconsorte necesario, conlleva a la configuración de la causal de nulidad saneable, que se rige por las disposiciones de la norma expresa contenida en el artículo 83 del C de P.C., según la cual dicha circunstancia puede ser objeto de corrección siempre que el tramite se realice mientras no se hubiere dictado sentencia de primera instancia, en cuyo caso la nulidad se entiende saneada concediendo a los citados el plazo legal previsto para la comparecencia de los demandados en el respectivo proceso judicial y un término igual para solicitar pruebas y para que las mismas sean practicadas en legal forma. En estos casos, para sanear el vicio de nulidad se ha resuelto, anular todo lo actuado en esta instancia, así como la sentencia del a quo
. 

Sin embargo, en esta ocasión, realizando una ponderación de derechos, con el fin de garantizar la prevalencia del derecho sustancial sobre el procedimental –art. 228 CP.- y del debido proceso, sin dilaciones injustificadas –art. 29 CP.-, así como actuando en cumplimiento del deber que tienen los jueces de interpretar la Constitución como norma dotada de unidad de sentido
, por las particularidades del presente asunto, y solamente por esta razón, la Sala dictará sentencia de segunda instancia sin declarar la nulidad por falta de integración del litisconsorte necesario, toda vez que en nada se afectan sus derechos, teniendo en cuenta que en esta instancia no se estudió el fondo del asunto, por ineptitud sustantiva de la demanda,  pues ni siquiera se demandó el acto administrativo que adjudicó el contrato; e incluso –en gracia de discusión, según se analizó- de hacerlo había caducado la acción que procedía.

A este respecto, es oportuno recordar que toda persona tiene derecho a que los procesos judiciales en los que sea parte o tercero con interés directo no se afecten por retrasos injustificados, pues va en detrimento no solo del derecho al debido proceso sin dilaciones injustificadas sino al derecho al acceso a una real y efectiva administración de justicia; por esta razón, la Sala advierte que la aplicación exegética del artículo 83 del CPC., rendiría culto al derecho procesal sobre el formal, y provocaría un uso injustificado de la jurisdicción -luego de 21 años del proceso, que es lo que lleva este litigio-, porque la declaración de nulidad para integrar al litisconsorte necesario exigiría dictar nuevamente sentencia de primera instancia y tramitar toda la segunda instancia, sin cambiar la parte sustantiva en el caso en cuestión, lo que no tendría ningún efecto útil en relación con las partes y de un eventual litisconsorte, teniendo en cuenta que la demanda es inepta, además de que habría caducado la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 

En este orden de ideas, la Sala entiende que la decisión apelada se debe modificar, por las razones expuestas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA


MODIFICASE la sentencia proferida el 30 de mayo de 2001, por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala de Descongestión, la cual quedará así:


Primero: No prospera la excepción de falta de causa para pedir, propuesta por la entidad demandada.


Segunda: Prospera la excepción  de inepta demanda, por las razones expuestas. 


Tercera: No condenar en costas 

Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE.

OLGA VALLE DE DE LA HOZ

Presidenta

ENRIQUE GIL BOTERO

Jaime Orlando santofimio g.
� Este hecho consta, igualmente, en el memorando número 115528, de 20 de abril de 1990, que obra a folio 27 del cuaderno de pruebas.





� El derecho de petición tiene como fecha el 29 de junio de 1990, sin embargo, fue presentado el 4 de julio de 1990.





� Así, por ejemplo, en la sentencia de septiembre 10 de 2009 –Sección Primera. Exp. 20001-23-31-000-2009-00201-01(PI)- se manifestó al respecto, sentencia que recoge la jurisprudencia que en sentido similar se ha decantado en este sentido, que: «Al respecto, la Sala advierte que la validez de una sesión y de lo que en ella ocurra y se decida, no depende de que el acta respectiva se apruebe o no, puesto que la misma no es la sesión ni constituye los actos que en ella se produzcan, sino de que se lleve a cabo en las condiciones legales y reglamentarias.





“Por otra parte, el alcance del acta de cada sesión es servir de medio o instrumento de prueba y constatación de lo que lo acontecido en ese evento, en este caso, en la sesión del Concejo de la Paz…”





� En sentido similar, la Sección Primera de esta Corporación ha señalado frente a casos técnicamente iguales –sentencia de agosto 31 de 2000. Exp. CE-SEC1-EXP2000-N6018-, que: “Así las cosas, mientras no se demuestre la falsedad del contenido de este documento, así no quepa tenerse formalmente como acta, sino como borrador o documento para revisión, sirve como indicio o principio de prueba del hecho que interesa al caso, la realización de la sesión 30. Además, las deficiencias que pueda presentar el acta no afectan la validez del acto o de los actos administrativos que formalicen las decisiones tomadas en la respectiva reunión. Se trata de instrumentos procedimental y sustancialmente diferentes. La una es un mero medio de prueba de la reunión, que no el único, y los segundos son la formalización de las manifestaciones de voluntad o de las decisiones de la administración que se dieron en ella.” (Negrillas fuera de texto)


� El derecho de petición tiene fecha del 29 de junio de 1990, sin embargo en el proceso se discute si se presentó el 4 de julio de 1990. No obstante, para los efectos de quien lo suscribe –pero no para su destinatario-, queda claro que en la fecha en que lo elaboró conocía el tema al cual se refiere en el escrito.





� La demanda fue presentada el 16 de agosto de 1991.





� En efecto, la Ley 446 de 1998 en su artículo 32, modificó el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo y dispuso en relación con los actos precontractuales, que son demandables “(…) mediante las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho, según el caso, dentro de los treinta (30) días siguientes a su comunicación, notificación o publicación”, a lo cual añadió dicha norma legal que la interposición de estas acciones no interrumpe el procedimiento administrativo de licitación ni la celebración y ejecución del contrato;  así mismo, agregó la disposición en cita, que una vez celebrado éste, la ilegalidad de los actos previos solamente podrá invocarse como fundamento de nulidad absoluta del contrato.





El Consejo de Estado, Sección Tercera, en sentencia de 4 de febrero de 2010, exp. 16540, M.P. Mauricio Fajardo Gómez (E), Actor: Sociedad Saiz y Cía. Ltda., Demandado: Empresa Distrital de Servicios Públicos “EDIS” y otro, indicó que la modificación al artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, por la Ley 446 de 1998,  “tienden a proteger los procedimientos de selección y contratación estatales, para blindarlos ante ataques injustificados que pueden afectar de manera directa el correcto funcionamiento de la Administración y en forma refleja el cumplimiento de los cometidos estatales y la correcta prestación de los servicios a cargo del Estado, al entorpecer la celebración y ejecución de los contratos que se requieren para ello, mediante la presentación de demandas temerarias cuyo único resultado sea precisamente el de afectar el buen desarrollo de la actividad contractual; para minimizar el riesgo de que ello suceda, el legislador decidió establecer un término apremiantemente corto -30 días- dentro del cual tales actos administrativos pueden ser demandados individualmente, bien sea en ejercicio de la acción de nulidad -que como es bien sabido corresponde a una acción pública que puede ser ejercida por cualquier persona en la sola defensa del ordenamiento jurídico, razón por la cual constituye una excepción este término para atacar los actos precontractuales, dado que en general el ejercicio de esta acción no se encuentra sometido a límite temporal alguno-, o bien en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, cuya finalidad principal es la de obtener la nulidad del acto y la consiguiente reparación de los daños sufridos con ocasión del acto administrativo que se demanda, acción frente a la cual, se produjo una disminución del término de caducidad común o general de 4 meses, regulado en el artículo 136 del CCA.”





� La norma dispone: “Art. 85. Acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Toda persona que se crea lesionada en un derecho amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo y se le restablezca en su derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La misma acción tendrá quien pretenda que le modifiquen una obligación fiscal, o de otra clase, o la devolución de lo que pagó indebidamente.” 





� La figura del litisconsorcio necesario se encuentra regulada por el Código de Procedimiento Civil, aplicable a los procesos que se adelanten ante esta jurisdicción por disposición expresa del artículo 267 del Código Contencioso Administrativo, en los siguientes términos:





“Artículo 51. Litisconsortes necesarios. Cuando la cuestión litigiosa haya de resolverse de manera uniforme para todos los litisconsortes, los recursos y en general las actuaciones de cada cual favorecerá a los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio sólo tendrán eficacia si emanan de todos”. 





“Artículo 83. Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, no fuere posible resolver de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez en el auto que admite la demanda ordenará dar traslado de ésta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado …”





El litisconsorcio necesario se constituye, fundamentalmente, por la existencia de una única relación jurídica o de un acto jurídico respecto de los cuales existe pluralidad de sujetos o, dicho en otros términos, hay litisconsorcio necesario cuando el asunto objeto de conocimiento por parte de la jurisdicción reclama una decisión uniforme para todos los litisconsortes, titulares de la relación jurídica o del mismo acto jurídico que es objeto de controversia.





El criterio para establecer si se está en presencia de un litisconsorcio necesario se encuentra determinado por la naturaleza propia del asunto o por expreso mandato legal. Para el efecto, se debe tener en cuenta que en el evento de que el juez pudiese dictar sentencia respecto de un sujeto procesal sin necesidad de que fuese vinculado otro sujeto de derecho que habría podido ser demandado por el actor en el proceso o en otro distinto con fundamento en los mismos hechos no se estaría en presencia de un litisconsorcio necesario y, por tanto, no cabría la citación forzosa que prevé el citado artículo 83; en caso contrario dicha vinculación resulta imprescindible para resolver el asunto.


� El Consejo de Estado, Sección Tercera, resolvió de manera idéntica en autos de septiembre 28 de 2009, exp. 17.011, de junio 17 de 2010, exp. 19.448 y de enero 16 de 2012, exp. 19.598.





� Como norma dotada de unidad de sentido se entiende: “que en la aplicación de las normas fundamentales del Estado debe optarse por una interpretación sistemática cuyos efectos irradien al resto del ordenamiento jurídico”. Corte Constitucional. Sentencia SU-047 de 1999 M.P. Carlos Gaviria Díaz y Alejandro Martínez Caballero, C-649 de 2001 M.P. Eduardo Montealegre Lynett y C-064 de 2003 M.P. Jaime Araujo Rentería, entre otras. Así mismo, en esta sentencia, la Corte señaló que a partir de este principio de hermenéutica constitucional, es que ha de comprenderse el alcance de los derechos constitucionales fundamentales al acceso a la administración de justicia y a un debido proceso sin dilaciones injustificadas.





